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RECOMENDACIÓN 12/20121 
 
Concluida la investigación de los hechos referidos en el expediente citado al 

epígrafe, esta Comisión procedió al análisis de la queja, a la valoración de los 

informes allegados, de las pruebas aportadas y demás evidencias reunidas con 

motivo de la sustanciación del procedimiento, y resolvió que existen elementos 

que comprueban la violación a derechos humanos de una persona del sexo 

masculino2, atento a las consideraciones siguientes: 

 
DESCRIPCIÓN DE LA QUEJA 

 
El veintidós de septiembre de dos mil once, elementos de la policía municipal de 

Malinalco aseguraron al agraviado por la supuesta comisión de una infracción 

administrativa, ingresándolo al área de galeras del palacio municipal, lugar en el 

cual, derivado de la deficiente vigilancia que se le brindó, se privó de la vida 

realizando maniobras de ahorcamiento, utilizando su camisa para colgarse de las 

rejas.  

 

PROCEDIMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Para la integración del expediente de queja, se solicitó el informe de ley al 

presidente municipal constitucional de Malinalco, en colaboración se requirió 

información al procurador general de Justicia de la entidad, se recabaron las 

comparecencias de los servidores públicos involucrados en los hechos y se 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
1 La recomendación 12/2012 se emitió al presidente municipal constitucional de Malinalco, Estado 
de México, el 28 de agosto de 2012, por violación de los derechos a la vida, a la seguridad 
personal y a la seguridad jurídica. El texto íntegro de la Recomendación se encuentra en el 
expediente respectivo y consta de 56 fojas. 
2 Este organismo resolvió mantener en reserva el nombre del agraviado. 
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practicó una visita de inspección en las galeras de la cárcel municipal en 

Malinalco.  

PONDERACIONES 
 
Violación de los derechos a la vida, a la seguridad personal y a la seguridad jurídica 
 

En los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, se dispone que toda autoridad, en el ejercicio de sus facultades y 

atribuciones, está obligada a actuar con apego a la legalidad, principio que se 

presenta indisolublemente vinculado con aquel referente a la seguridad jurídica; 

todo acto que emane de los poderes públicos debe cumplir con las formalidades 

esenciales del procedimiento y ser emitido por autoridad competente, en el que se 

expresen los fundamentos y motivos que lo sustentan. Así, el infractor debe ser 

escuchado en garantía de audiencia y la sanción que se le imponga constará en 

mandamiento escrito que exprese la enunciación de los preceptos legales que 

legitimen el acto y las razones para la aplicación de la ley.  
 

En el ámbito internacional, los derechos a la vida, a la seguridad personal y a la 

seguridad jurídica se prevén en diversos instrumentos universales y regionales, a 

saber:  
 

En la Declaración Universal de Derechos Humanos, el artículo 3° establece que: 

“Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 

persona”.   
 

En la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, se precisa 

en el numeral I que “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 

seguridad de su persona”; y en el diverso XXV, que “Todo individuo que haya sido 
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privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la legalidad 

de la medida”. 
 

En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el artículo 6.1 dispone 

que “El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará 

protegido por la Ley”; asimismo, en sus similares: 9.1, “Todo individuo tiene 

derecho a la libertad y a la seguridad personales”; 9.3, “Toda persona detenida 

[…]  será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley 

para ejercer sus funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un 

plazo razonable o ser puesta en libertad”; y 14.1, “Toda persona tendrá derecho a 

ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente”. 
 

El Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a 

cualquier Forma de Detención o Prisión, refiere en su principio 2° que “El arresto, 

la detención o la prisión sólo se llevarán a cabo en estricto cumplimiento de la ley 

y por funcionarios competentes o personas autorizadas para ese fin”; en su 

principio 4°, que “Toda forma de detención o prisión y todas las medidas que 

afectan a los derechos humanos de las personas sometidas a cualquier forma de 

detención o prisión deberán ser ordenadas por un juez u otra autoridad, o quedar 

sujetas a la fiscalización efectiva de un juez u otra autoridad”; en su diverso 16.1, 

que “Prontamente después de su arresto […] la persona detenida […] tendrá 

derecho a notificar, o a pedir que la autoridad competente notifique, a su familia o 

a otras personas idóneas que él designe, su arresto, detención o prisión o su 

traslado y el lugar en que se encuentra bajo custodia”; y en el 35.1, que: “Los 

daños causados por actos u omisiones de un funcionario público que sean 

contrarios a los derechos previstos en los presentes principios serán indemnizados 

de conformidad con las normas de derecho interno aplicables en materia de 

responsabilidad”. 
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En la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se prescribe en el artículo 

7.1 que: “Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales”; en 

el similar 7.5, que: “Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin 

demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer 

funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable, 

o a ser puesta en libertad”; y en el diverso 8.1, que “Toda persona tiene derecho a 

ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o 

tribunal competente […] para la determinación de sus derechos y obligaciones. 
 

Los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas 

de Libertad en las Américas, en su numeral I, dice que: 

 
Toda persona privada de libertad que esté sujeta a al jurisdicción de 
cualquiera de los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos será tratada humanamente, con irrestricto 
respeto a su dignidad inherente, a sus derechos y garantías 
fundamentales, y con estricto apego a los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos. En particular, y tomando 
en cuenta la posición especial de garante de los Estados frente a las 
personas privadas de libertad, se les respetará y garantizará su vida 
e integridad personal, y se asegurarán condiciones mínimas que 
sean compatibles con su dignidad. 

 

El mismo documento, pero en su diverso IV, refiere que “Las órdenes de privación 

de libertad deberán ser emitidas por autoridad competente a través de resolución 

debidamente motivada”; y en el similar IX indica:  

 

1. Las autoridades responsables de los establecimientos de 
privación de libertad no permitirán el ingreso de ninguna persona 
para efectos de reclusión o internamiento, salvo si está autorizada 
por una orden de remisión o de privación de libertad, emitida por 
autoridad judicial, administrativa, médica u otra autoridad 
competente, conforme a los requisitos establecidos por la ley. A su 
ingreso las personas privadas de libertad serán informadas de 
manera clara y en un idioma o lenguaje que comprendan, ya sea 
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por escrito, de forma verbal o por otro medio, de los derechos, 
deberes y prohibiciones que tienen en el lugar de privación de 
libertad […] 3. Toda persona privada de libertad tendrá derecho a 
que se le practique un examen médico o psicológico, imparcial y 
confidencial, practicado por personal de salud idóneo 
inmediatamente después de su ingreso al establecimiento de 
reclusión o de internamiento, con el fin de constatar su estado de 
salud físico o mental, y la existencia de cualquier herida, daño 
corporal o mental; asegurar la identificación y tratamiento de 
cualquier problema significativo de salud; o para verificar quejas 
sobre posibles malos tratos o torturas o determinar la necesidad de 
atención y tratamiento. 

 

Asimismo, en los artículos 115, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 123 y 124 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de México, se establece que los municipios están investidos de 

personalidad jurídica y que los ayuntamientos tienen facultades para aprobar los 

bandos, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia 

general, necesarios para su organización y funcionamiento. 
 

Por su parte, el artículo 31, fracción XXXIX, de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de México, establece que los ayuntamientos promoverán lo necesario para 

el mejor desempeño de sus funciones, entre ellas, la calificadora, cuya forma de 

organización y funcionamiento están previstas en el Título V de dicha ley, del que 

se desprende que los oficiales calificadores pueden conocer, calificar e imponer 

las sanciones municipales que procedan por faltas o infracciones al bando 

municipal, reglamentos y demás disposiciones de carácter general del ámbito 

municipal. 
 

Con base en la normatividad enunciada, en el caso se advirtieron violaciones a 

derechos humanos producto de diversas irregularidades relacionadas con la 

función mediadora-conciliadora y calificadora en Malinalco, lo cual ha originado la 

aparición de conductas excesivas, desproporcionadas, omisas y arbitrarias que 

favorecieron el deceso de una persona, al ser ingresada indebidamente a un área 



6 
	
  

de confinamiento municipal, sin previa calificación de la autoridad competente, la 

valoración médica oportuna ni la debida custodia.  
 

a) En efecto, este organismo documentó que el veintidós de septiembre del año 

dos mil once, el agraviado fue asegurado por elementos policiales de Malinalco al 

cometer una supuesta infracción administrativa; no obstante, fue ingresado a la 

cárcel municipal sin antes ser puesto a disposición de la autoridad competente que 

fijara calificación y, en su caso, sanción de la conducta ejercida; acción que 

materializó un abuso incongruente al postulado constitucional que a la dicción 

refiere: “Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las 

infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente 

consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas”.3  
 

En nuestra entidad, tal imperativo previsto en la Norma Básica Fundante recae en 

la figura del oficial calificador, quien además de asumir las atribuciones descritas, 

previo desahogo de la vía gubernativa con sostén en el Bando Municipal, tiene el 

deber de atender asuntos que no constituyan un hecho delictivo. 
 

Con base en lo antepuesto, contraviene el derecho a la seguridad jurídica 

cualquier manifestación que busque justificar o consolide la materialización de una 

detención administrativa en ausencia de la autoridad competente y, en contraste, 

confirma la crasa violación a derechos humanos que culminaría con el lamentable 

deceso del agraviado. 
 

En la especie, el aparato policial, encargado de poner a disposición al agraviado 

ante la autoridad municipal competente en Malinalco, trasgredió derechos 

fundamentales al arrogarse facultades que no le son propias ni exclusivas y que, 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
3 Artículo 21, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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ante la ausencia de potestad, consumarían conductas arbitrarias, de las cuales se 

advierte que podrían ser practicadas de manera mecánica e invariable a la 

ciudadanía. 
 

Se afirmó lo anterior con soporte en el informe remitido a este organismo por el 

encargado de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Malinalco, donde, ad 

litteram, se reconoce que la detención del ahora occiso, realizada por los policías 

Armando Millán González, Lucía Pulido Ocampo y Juan Miguel Gómez Solano, 

fue por “las agresiones verbales hacia los mencionados policías, golpear el 

vehículo de tales elementos y alterar el orden público, faltas administrativas 

sancionadas por los artículos 25 fracción III del Bando Municipal de Malinalco 

vigente en el año 2011”. Así, se pudo inferir, por una parte, que se atribuyó al 

agraviado la comisión de una infracción al Bando Municipal a efecto de justificar la 

negligente actuación policial y, por otra, que en dicha corporación suele 

prejuzgarse la conducta ciudadana, siendo calificada por autoridad diversa a la 

correspondiente, toda vez que en la documental se afirmó que el agraviado no fue 

puesto a disposición de autoridad alguna.  
 

Ahora bien, del respectivo deposado de los policías involucrados se advirtió un 

modus faciendi que se actualiza sin importar las restricciones legales; más aún, 

dichos servidores públicos las reconocieron perfectamente como conductas fuera 

de su marco de actuación. Muestra de ello es que el policía Andrés Ocampo 

González, asignado como guardia del palacio y de la cárcel municipal el día de los 

hechos, consintió la materialización de una conducta a todas luces arbitraria: “el 

jefe de turno […] dijo que abriera las galeras […] le digo que me mostrara un papel 

o documento en el cual […] dijera el motivo por el cual ingresaba al detenido […] 

diciéndome que no había ningún papel y [que] las abriera por órdenes de él, abro 
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galeras, ingresamos al detenido, cierro con candados, me dice el jefe de turno que 

continuara con mi servicio normal dándole vueltas al detenido”. 
 

En gradación a la conducta arbitraria ya descrita, las acciones desplegadas por el 

elemento Armando Millán González, jefe de turno, se afirmaron cuando, sponte 

sua, confesó haber perpetrado el siguiente sistema una vez asegurado el 

agraviado: “se lo entrego al guardia y al radio-operador, le indico […] que le hable 

al oficial conciliador para que […] lo ponga a disposición”; conducta que tuvo como 

fin principal confinar al agraviado en la cárcel municipal sin esperar la intervención 

del oficial conciliador, mediador y calificador, y consolidar en la persona del 

agraviado un estado de indefensión irreparable al imponer un acto de molestia 

injustificado e ilegítimo. 
 

Completó el indebido comportamiento ternario la actuación del elemento Valentín 

Cruz López, radio-operador de cuya comparecencia se advirtió la consumación de 

las prácticas ilícitas en el aseguramiento del agraviado:  
 

a las 18:15 horas, llegaron […] el jefe de turno 
Armando Millán González, Lucía Pulido Ocampo y 
Juan Miguel Gómez Solano […] con un asegurado 
[…] ingresé a la oficina […] para hacer mi reporte […] 
a las 19:00 horas, me encontraba en mi oficina con 
los de Protección Civil […] entró […] Andrés Ocampo 
González, y nos comentó vayan [sic] a ver al 
asegurado porque ya le estuve hablando y no me 
contesta, salieron los de Protección Civil […] como a 
los ocho minutos ingresaron a la oficina en donde me 
encontraba […] informando que ya se había muerto. 

 

Al respecto, el agraviado permaneció al menos 45 minutos privado ilegítimamente 

de su libertad, tiempo en el que decidió, sin mayor obstáculo, poner fin a su vida, 

circunstancia que animaría la movilización de los servidores públicos involucrados 

y no la irregular situación en que se encontraba el ahora occiso, irrelevante para 

Valentín Cruz López al prescindir del llamado urgente a la autoridad facultada. 
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En contexto, complementaron la certeza sobre el ilegítimo proceder policial las 

aseveraciones de la servidora pública Lucía Pulido Ocampo, quien refirió “que el 

trámite que se llena para presentarlo lo tienen que hacer […] [el] radio-operador 

[…] jefe de turno y […] [el] oficial de guardia”. Por su parte, el elemento Juan 

Miguel Gómez Solano refirió: “se lo entregamos al guardia […] Andrés Ocampo”; 
y, a pregunta expresa, refirió desconocer si el detenido fue puesto a disposición 

del oficial conciliador, mediador y calificador, deposados que permitieron deducir la 

práctica común que adopta la policía municipal tratándose de supuestas 

detenciones administrativas en ausencia de la autoridad competente. 
 

Por consiguiente, los policías municipales Andrés Ocampo González, Armando 

Millán González y Valentín Cruz López, al ingresar al agraviado a una celda de la 

cárcel municipal y no ponerle a disposición inmediata de la autoridad competente, 

vulneraron lo previsto en el artículo 21, párrafo noveno, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos: “La actuación de las instituciones de seguridad 

pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 

profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos”. 
 

Asimismo, no se atendió lo impuesto en el numeral 40, fracción I, de la Ley 

General del Sistema Nacional de Seguridad Pública: “Con el objeto de garantizar 

el cumplimiento de los principios constitucionales de legalidad, objetividad, 

eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, los 

integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública se sujetarán a las siguientes 

obligaciones: I. Conducirse siempre […] con apego al orden jurídico y respeto a las 

garantías individuales y derechos humanos”; así como lo estipulado por el artículo 

84 del Bando Municipal de Malinalco 2011: “La función de Seguridad Pública se 

ejercerá a través del cuerpo preventivo de Seguridad Pública Municipal y su 
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actuación se regulará por los principios de legalidad, eficiencia, imparcialidad, 

honradez, profesionalismo y respeto estricto a los derechos humanos.”  
 

b) Ahora bien, las conductas arbitrarias ya descritas derivan de las condiciones en 

que funciona la justicia administrativa municipal de Malinalco en perjuicio de la 

ciudadanía y que pueden repetirse con un amplio margen de incidencia. 

 

En primer término, esta defensoría de habitantes no soslayó que Jairo Eladio 

Poblete Cerón, oficial conciliador, mediador y calificador desempeña su cargo en 

un horario de 08:30 a 16:00 horas de lunes a viernes y sábado, de 8:30 a 13:00 

horas, tal como lo afirmó en su comparecencia ante este organismo, en la que 

además señaló que, en caso de existir algún asegurado fuera de ese horario, está 

localizable a través de teléfono. 
 

El deposado vertido por el mencionado servidor público no es una cuestión menor, 

pues resultó incontrovertible que, en caso de imposibilidad en su localización,4 las 

personas aseguradas después de las dieciséis horas (de lunes a viernes) tendrían 

que esperar hasta las 08:30 horas del día siguiente para que fuera definida su 

situación jurídica, que en el particular estila decretarse por elementos policiales de 

Malinalco. 

 

Peor aún, toda persona asegurada después de las 13:00 horas del sábado podría 

permanecer a capricho y arbitrio del personal de la policía municipal en el lapso 

que comprende las once horas restantes del sábado, las veinticuatro horas del 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
4 Circunstancia que según aconteció, a dicho del radio-operador Valentín Cruz López, sin estar soportado en 
medio de prueba alguno, e incluso controvertido por el servidor público Jairo Eladio Poblete Cerón, que 
aseveró no haber recibido llamada alguna. Aunque lo anterior deviene en paradoja, toda vez que él mismo 
instruyó que estaba localizable vía telefónica y el sistema puesto en práctica por los elementos policiales se 
constreñía a enterarle de los hechos de su competencia. 
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domingo, hasta las 08:30 horas del lunes; contexto que implicaría una violación a 

derechos humanos tolerada y consentida por la autoridad edilicia. 

 

Al respecto, el consenso internacional, vertido en sentencias que interpretan la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece que la prisión 

preventiva, al ser la medida más severa que se puede imponer a una persona, 

será siempre limitada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, 

necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática, por 

ello la providencia debe aplicarse con carácter excepcional.5 

 

Por consiguiente, de mantenerse la inconsistencia en el horario de la función 

mediadora conciliadora y calificadora, instancia imprescindible en la impartición de 

justicia administrativa municipal, se prolongaría el ejercicio indebido y arbitrario de 

sujetos administrativos en competencias que carecen, con las consecuentes 

violaciones a derechos humanos.  
 

El exceso es tan grave que impide de facto el ejercicio de los principios de 

legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, bajo métodos 

que en la práctica resultan irrazonables, carentes de proporcionalidad e 

incompatibles con el respeto a los derechos humanos de las personas que sean 

aseguradas.6 
 

c) En segundo término, se constató que el pasante en Derecho Jairo Eladio 

Poblete Cerón, detenta el cargo de oficial conciliador, mediador y calificador, siendo 

el único servidor público habilitado en el municipio para asumir en conjunto las 

funciones mediadora-conciliadora y calificadora. 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
5Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso López Álvarez vs. Honduras, sentencia del 1 de 
febrero de 2006 (Fondo, Reparaciones y Costas), serie C, núm.141, párrafo 67. 
6 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso García Asto y Ramírez Rojas vs Perú, sentencia del 
25 de noviembre de 2005, serie C, núm.137, párrafo 105. 
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Lo anterior se convierte en un despropósito en la impartición de justicia 

administrativa al propiciar incompetencia ratione materiae, que se deriva de la 

intromisión de atribuciones fijadas en el ámbito de actuación a otra figura 

administrativa, con la consecuente extralimitación de funciones. 
 

Esto fue así, a la luz de lo dispuesto por la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

México, donde se establece la división entre la función mediadora-conciliadora y la 

función calificadora,7 las cuales recaerán en la competencia exclusiva de los 

respectivos oficiales, permitiéndose, de manera excepcional, con competencia 

alternativa, la posibilidad de tener en funciones conjuntas a las oficialías 

mediadora-conciliadoras.8 
 

Asimismo, tanto el actual Bando Municipal de Malinalco como el vigente el día de 

los acontecimientos (año dos mil once) contienen un capítulo que establece por 

separado las funciones de la oficialía mediadora-conciliadora y la oficialía 

calificadora, lo cual insta al Ayuntamiento Constitucional de Malinalco a consolidar la 

actividad apropiadamente reglada mediante la instauración de ambas figuras en 

beneficio de la ciudadanía. 
 

d) Por otra parte, esta defensoría de habitantes no desatendió el hecho de que las 

funciones de los oficiales mediadores-conciliadores, y calificadores no se 

encuentran reglamentadas en el municipio de mérito.  
 

Al respecto, se advirtió que las figuras encarnadas tanto en la oficialía mediadora-

conciliadora como en la calificadora despliegan actividades regladas por ley, en 

vista a su importancia, en el engranaje de la justicia administrativa municipal; 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
7 Así lo dispone el título 5° de la ley, denominado “De la función mediadora-conciliadora y de la calificadora de 
los ayuntamientos”, capítulo primero “De las oficialías mediadora-conciliadoras y de las oficialías calificadoras 
municipales”, en sus artículos 148 al 153. 
8 Artículo 31, fracción XL, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México. 
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coadyuva a este propósito la atribución expresa de los ayuntamientos para expedir 

bandos municipales, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de 

observancia general en el ámbito de su respectiva competencia.9 No obstante, en 

la municipalidad no se ha emitido los correspondientes reglamentos de las 

funciones calificadora y mediadora-conciliadora, lo que genera un vacío jurídico en 

perjuicio de la ciudadanía. 
 

Corroboró lo anterior la comparecencia del oficial conciliador, mediador y 

calificador municipal cuando, a pregunta directa, aseveró que los pasos a seguir, 

en caso de tener una persona asegurada en el área de galeras, se desarrollan 

mediante el sistema siguiente: 
 

no hay reglamento para […] dicho procedimiento 
pero el de la voz […] una vez que los oficiales 
municipales aseguran a una persona por 
considerarlo como infractor es puesto a disposición 
del oficial calificador, mediante la boleta de 
aseguramiento […] se le hace saber el motivo por el 
cual se encuentra asegurado […] otorgándole su 
derecho de audiencia y […] es calificado conforme a 
las disposiciones del Bando Municipal. 

 

Al respecto, si bien se podría considerar que las acciones desplegadas por el 

servidor público Jairo Eladio Poblete Cerón son actos discrecionales determinados 

en sentido y alcance a cumplir en algún grado la normatividad inherente a su 

función, lo cierto es que se encuentran en el límite de lo permisible, y en ese 

extremo son proclives a la práctica de conductas arbitrarias. Como ejemplo, en la 

entrevista realizada por personal del Ministerio Público, Poblete Cerón abundó 

sobre el método a seguir durante el arresto administrativo de una persona:  
 

de manera verbal, les comunico a los elementos de la 
Policía Municipal que se encuentran en la guardia de la 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
9 Artículo 115, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Dirección y al radio-operador que la persona que me fue 
presentada le impuse como sanción un arresto 
administrativo y le doy la instrucción de cuántas horas va a 
estar detenido y la hora en que estos elementos lo tienen 
que sacar de galeras, esto sin que le corra traslado de la 
boleta de calificación o le halla [sic] girado un oficio de 
ingreso a galeras […] después […] ingresan al detenido al 
área de seguridad para que cumpla su hora de arresto y una 
vez que cumpla […] lo dejan que se retire, para lo cual yo ya 
no veo al detenido 

 

En tal virtud, se desprendió que, motu proprio, el oficial conciliador, mediador y 

calificador de Malinalco indica de manera verbal a los elementos policiales que 

deben ingresar al asegurado a las galeras de la cárcel sin fundamento escrito, 

delegándole a los policías la guardia, vigilancia y custodia, lo cual se equipara a su 

virtual ausencia; e incluso, ni siquiera constata en qué condiciones físicas entra y 

es liberada la persona, o si cumple el arresto en el lapso de tiempo impuesto; 

circunstancias que se agravan tratándose de menores de edad; omisiones que 

desde luego devienen en violaciones a las libertades y seguridad de los 

ciudadanos.  

 

Ahora bien, del contenido de las documentales aportadas por dicho servidor 

público, no se pudo sustentar que en ellas conste una garantía de audiencia, ya 

que los requerimientos que exige la propia Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos para regir los actos de la función pública10 no se colman con los 

formatos que se allegaron ni mucho menos con su ínfima sustancia. 

 

Al respecto, si bien Jairo Eladio Poblete Cerón manifestó que otorga la debida 

garantía de audiencia a la ciudadanía, y la presentación de la persona asegurada 

ante él se lleva a cabo mediante un formato único implementado al efecto 

denominado Formato de Asegurado el cual es requisitado por el oficial de 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
10 Vid. supra, p. 2. 
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Seguridad Pública que hace la remisión […] el ingreso a galeras se da una vez 

que le concedió el asegurado su garantía de audiencia, lo cierto es que en el 

formato de asegurados no se apreció ningún rubro que corresponda al desahogo 

de la preceptiva garantía de audiencia a favor de los presentados. 

 

La ausencia de formalidad en todo acto de molestia resultó contraria al respeto de 

los derechos humanos de las personas presentadas ante la oficialía de mérito, al 

no cumplir con las mínimas exigencias legales ni con la obligación de otorgar 

garantía de audiencia. 
 

De ahí la necesidad de señalamiento expreso en las atribuciones que a cada 

oficialía le corresponde, no obstante que sus facultades y obligaciones se 

encuentren definidas en la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, pues su 

forma de organización y funcionamiento son reglas técnicas que no pueden estar 

supeditadas a la discrecionalidad, entendiendo que obedecen a criterios que, por 

ser ineludibles y afectar la esfera de derechos de las personas, escapan a la 

voluntad unilateral de la autoridad. 
 

Estas circunstancias ya han sido detectadas en ese ayuntamiento, en la 

inteligencia de que Jairo Eladio Poblete Cerón precisó ante este organismo que 

derivado de la falta de la normatividad y de la serie de inconsistencias y faltas de 

coordinación entre la autoridad municipal y la Oficialía Conciliadora y Calificadora 

de la cual es titular, a la fecha tiene el encargo de elaborar el manual de 

organización y procedimientos referentes a la Oficialía que tiene a su cargo, así 

como la implementación del Reglamento Interno. No obstante, refirió que no existe 

fecha para su presentación. 
 

En este contexto, deviene en tarea impostergable que el ayuntamiento de 

Malinalco valore la pertinencia de ejercer la aludida función reglamentaria a efecto 
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de dotar a las oficialías de su jurisdicción de los instrumentos jurídicos que brinden 

mayor certeza a su actuación. 
 

e) Aunado a lo anterior, es inconcuso que la insuficiencia de recursos humanos 

demerita el correcto funcionamiento de las oficialías mediadora-conciliadoras y 

calificadoras de Malinalco, al ser condición sine qua non en la prestación del 

servicio. 
 

Como se advirtió, el servidor público Jairo Eladio Poblete Cerón detenta en 

conjunto las funciones mediadora-conciliadora y calificadora, en un horario 

limitado, asistido sólo por una secretaría mecanógrafa, y sin contar con servidor 

público autorizado que lo reemplace en caso de ausencias, tal y como lo manifestó 

a este organismo: 
 

como personal de apoyo sólo cuenta con la 
secretaria de nombre Marlén Velázquez Jurado, 
siendo las únicas personas que cubren el horario de 
servicio en dicha oficina y atendiendo por tanto todos 
los asuntos que son de su competencia […] además 
de que no existe servidor público que formalmente 
cubra sus ausencias y determine en su caso lo 
conducente por cuanto hace a las personas puestas 
a su disposición 

 

Lo anterior fue confirmado por Marlén Velázquez Jurado:  
 

su labor y actuar se ciñe exclusivamente al apoyo 
administrativo del titular del área sin tener facultad ni 
atribución propia para determinar lo conducente 
respecto de las personas aseguradas, y solamente 
se concreta a realizar labores administrativas 
llamando inclusive vía telefónica al titular oficial 
conciliador cuando éste, por alguna razón, se 
ausenta 
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Por tanto, para el correcto ejercicio de la función pública de las funciones 

mediadora-conciliadora y calificadora de Malinalco, debe preverse la habilitación 

de servidores públicos capacitados, con base en lo dispuesto por el artículo 153 

de la Ley Orgánica Municipal de la entidad.11 
 

f) Aún más, el titular de la Oficialía Conciliadora, Mediadora y Calificadora de 

Malinalco es pasante en Derecho; en consecuencia, su formación académica no 

cumple a cabalidad con la exigencia establecida en la norma, y resulta contraria al 

correcto ejercicio de las funciones municipales asignadas. 

 

En efecto, Jairo Eladio Poblete Cerón, manifestó a este organismo que su grado 

de estudios era de pasante en Derecho y ostenta los cargos de oficial conciliador, 

mediador y calificador de Malinalco, perfil que, en su caso, no le faculta para 

desempeñar ninguna de las funciones (que deben establecerse por separado) 

según lo dispuesto por los numerales 149, fracciones I, inciso e), y II, inciso e) de 

la Ley Orgánica Municipal de la entidad, imposiciones previstas por el legislador 

estatal para desempeñar el cargo con idoneidad, toda vez que para ejercerlas 

deriva de los acreditables conocimientos del orden jurídico mexicano que permitan 

a sus titulares materializar su aplicación, con pleno respeto a los derechos 

humanos. 
 

De esta manera, deviene indispensable que el ayuntamiento de Malinalco designe 

personal que reúna los requisitos exigidos por la ley para el ejercicio de las 

funciones ya señaladas, o bien subsane esta particularidad por el medio que se 

estime pertinente. 
 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
11 El artículo dispone: “Las faltas temporales de los oficiales conciliadores y calificadores serán cubiertas por el 
secretario de la propia oficialía o por el servidor público que el ayuntamiento designe, quienes estarán 
habilitados para actuar en nombre del titular, siempre y cuando cumplan los requisitos de ley.” 
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g) Las condiciones descritas en los incisos b), c), d), e) y f) de este documento, se 

agravaron con actos y deficiencias que fueron llevadas al extremo el día de los 

hechos por parte de los elementos policiales Andrés Ocampo González, Armando 

Millán González y Valentín Cruz López. 
 

En primer término, se materializó una omisión de deber por parte de los citados 

elementos de la Policía Municipal de Malinalco, al no brindar una adecuada y 

efectiva custodia al agraviado. 
 

En efecto, la Policía Municipal de Malinalco no veló por la integridad física de la 

persona asegurada que se encontró de forma ilegítima bajo su custodia y, pese a 

la ausencia de la autoridad competente, optó por confinarla en una celda de la 

cárcel municipal, cuando ante esa decisión era un imperativo y una obligación 

ineludible el deber de vigilancia, cuya incuria tuvo como consecuencia la violación 

al derecho a la vida. 
 

Resultó evidente que el agraviado se encontraba en una situación de 

vulnerabilidad, al encontrarse privado de su libertad y ser confinado a una celda sin 

que se definiera su situación jurídica. Pese al escenario grave y latente de riesgos, 

ni el servidor público encargado de la custodia y vigilancia ni sus compañeros 

tenían como prioridad velar por su integridad física.  
 

Así, el policía Armando Millán González, en extralimitación de sus funciones al 

coartar el derecho a la libertad personal del agraviado, ordenó su ingreso a las 

celdas de la cárcel municipal, cuando debió abstenerse de incurrir en tal abuso y 

seguir el correcto procedimiento ante la autoridad competente.12 Más aún, se 

comprobó su falta a la debida diligencia al no procurar la integridad física del 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
12 Exceso en franca antinomia a lo dispuesto por el artículo 7.5 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Vid. supra, p. 31. 
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agraviado, y delegar, en su carácter de jefe de turno, funciones diversas a la 

puntual guarda y custodia, al exigir a Andrés Ocampo González: “vigilar el Palacio 

Municipal, cuidar el cajero, dar vialidad en la calle Progreso […] cuidar el 

estacionamiento”. Además, conocía que el medio técnico que auxiliaba la 

encomienda –sistema de video– no funcionaba. 
 

 

Ahora bien, derivado del proceder ilegal, se advirtió que los elementos Andrés 

Ocampo González y Valentín Cruz López no tenían noción de los alcances de la 

debida diligencia en su labor, toda vez que el primero, en su calidad de garante del 

asegurado, aceptó sin más la custodia del ahora occiso, a sabiendas de que la 

pretensión provenía de un acto irresponsable; por ello, tenía la obligación de tomar 

las medidas necesarias para evitar una violación irreparable a los derechos 

humanos del asegurado.  
 

 

Al respecto, si bien se consideró que el agraviado tomó la desafortunada decisión 

de suicidarse y vulnerar, con el menoscabo a su integridad personal, su derecho a 

la vida, lo cierto es que con la debida vigilancia y custodia de la persona de 

guardia municipal al interior del área de aseguramiento no se habrían presentado 

las condiciones para fraguar y materializar dicho atentado. 
 

 

Es indiscutible que por su condición de garante, la autoridad debía cumplir de 

forma resuelta funciones protectoras, al ser la principal responsable de la 

integridad personal del asegurado. Lo anterior encontró respaldo en jurisprudencia 

emitida por la Corte Interamericana de los Derechos Humanos; en primer término, 

al referir que el derecho a la vida, su garantía y respeto no pueden ser concebidos 

de modo restrictivo; en segundo término, este derecho no sólo supone que a nadie 

se le puede privar arbitrariamente de la vida (obligación negativa), sino que exige 
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tomar todas las providencias apropiadas para protegerla y preservarla (obligación 

positiva)13. 
 

Con el mismo ánimo, la exégesis al artículo 4.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos14, considera que la protección a la vida ocupa una dimensión 

preventiva, en donde el deber de respectiva diligencia asume connotaciones más 

severas en caso de aseguramiento ilegal. Así, se impone a toda autoridad el 
deber de una prevención razonable en aquellas situaciones que pudieran 

conducir, incluso por omisión, a la supresión de la inviolabilidad del derecho a la 

vida.15 
 

Luego entonces, la imprevisión del elemento Valentín Cruz López, en su carácter 

de radio-operador, decretó la demora en el cuidado de la integridad personal del 

asegurado, al omitir ponerle a disposición inmediata del oficial conciliador, 

mediador y calificador de Malinalco. 
 

El derecho a la vida implica una extensión al derecho a la seguridad e integridad 

personales, por tanto, el derecho a la integridad física de las personas aseguradas 

se fundamenta en el derecho a la vida, al ser un valor absoluto que debe 

protegerse. En el suicidio acaecido, bajo la omisión del deber de cuidado, se 

colocó al agraviado en una situación que facilitó la lesión a la integridad física que 

le produciría la muerte, ante la imposibilidad de toda intervención por parte de los 

agentes municipales, auspiciada por la ausencia de vigilancia desde el primer 

instante en que fue confinado a un área de aseguramiento sin la debida guardia.  
 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
13 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de los ‘niños de la calle’ (Villagrán Morales y otros) 
vs. Guatemala, sentencia del 19 de noviembre de 1999 (Fondo), serie C, núm. 63, párrafo 144; y Voto 
concurrente conjunto de los jueces A. A. Cançado Trindade y A. Abreu Burelli, párrafos 2 y 3. 
14 “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley”.	
  
15Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Gangaram Panday vs. Surinam, sentencia del 21 de 
enero de 1994 (Fondo, Reparaciones y Costas), serie C, núm. 16, Voto disidente de los jueces Picado Sotela, 
Aguiar-Aranguren y Cançado Trindade, párrafo 4. 
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Por otra parte, aun cuando existe un acuerdo emitido por la Oficialía Conciliadora, 

Mediadora y Calificadora municipal, dirigido al director de Seguridad Pública y 

Protección Civil del ayuntamiento de Malinalco, por medio del cual se le solicita 

designe a los elementos que vigilarán el debido cumplimiento de la sanción 

administrativa interpuesta, fue preciso señalar que el hecho de dirigir un oficio de 

custodia implica que se implementen acciones contundentes y oportunas que 

garanticen el estricto cumplimento a la solicitud; con todo, la muerte de la persona 

asegurada en la celda municipal dejó en evidencia que dicho acuerdo ha sido 

considerado de mero trámite, al no ser debidamente diligenciado ni 

cumplimentado por los elementos municipales. 

 

La relevancia del oficio de custodia es mayúscula si se toma en cuenta que es 

utilizado por parte del personal de la oficialía correspondiente como el 

salvoconducto para delegar, en un elemento de la policía municipal, la seguridad 

personal de un asegurado. Del mismo modo, enfatiza su importancia el hecho de 

que la asignación de tal comisión no exime al impetrante de cumplir y dar 

seguimiento a dicha responsabilidad, por ser la autoridad generadora del acto. Por 

tanto, debe perfeccionarse en beneficio de la ciudadanía.  
 

h) Respecto a lo considerado en el párrafo que precede, devino necesario hacer 

constar el estado físico y mental en que se encuentran las personas al momento 

de ser aseguradas, esto es, si se encuentran en estado de ebriedad, bajo el influjo 

de sustancias tóxicas o con trastornos en su personalidad. 
 

De las evidencias reunidas se documentó que en la Oficialía Conciliadora, 

Mediadora y Calificadora de Malinalco, no se cuenta con personal médico que 

certifique el estado psicofísico de los presentados, circunstancia que, además de 
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ser contraria al ánimo protector de la dignidad humana, incide también en la 

adecuada prestación del servicio público allí ofrecido. 
 

Resultó oportuno destacar que el certificado médico de estado psicofísico, además 

de ser útil para determinar, entre otros aspectos, la edad clínica, estado de alerta, 

lesiones y enfermedades de todo presentado, es la piedra angular sobre la que se 

pueden delimitar responsabilidades derivadas de abusos en el sometimiento y 

estancia de una persona en el área de galeras; así como podría advertir la 

posibilidad de un comportamiento inadecuado del presentado. 
 

Como era de esperarse, la sucesión de las irregularidades descritas no hacían 

compatible la consideración de poder certificar médicamente al agraviado, con 

motivo de su ingreso a la cárcel municipal, además de que la oficialía no cuenta 

con personal médico adscrito que realice la certificación, lo que es contrario a lo 

previsto en el numeral 24 del Conjunto de Principios para la Protección de todas 

las Personas Sometidas a cualquier Forma de Detención o Prisión, donde se 

establece que a la brevedad se debe ofrecer a toda persona detenida un examen 

médico. 

 

Asimismo, se resaltó que los elementos policiales se percataron de síntomas que 

hacían posible un trastorno en el estado de conciencia del agraviado, al referir que 

tenía aliento etílico, circunstancia minimizada al momento de la presentación; no 

obstante, debió considerarse que el agraviado fue ingresado a un área de 

aseguramiento, evento que por sí solo puede causar reacciones inesperadas, y 

que puede agudizarse ante un trastorno ocasionado por el influjo de alguna droga 

o sustancia.  
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Por ello, la administración municipal debe dotar de personal médico a la oficialía 

calificadora, para lo cual se pueden celebrar convenios de colaboración con 

instituciones públicas del sector salud; acción que sin duda contribuirá a evitar 

hechos como el que da cuenta el presente documento.  
 

i) Este organismo no pasó por alto que la entidad edilicia cuenta con un sistema de 

circuito cerrado inoperante, toda vez que las cámaras que se encuentran en el 

palacio municipal están fuera de servicio, según la concordancia que adquieren los 

deposados de servidores públicos relacionados con los hechos, herramientas que 

serían apropiadas para supervisar a los detenidos en el área de galeras.  
 

Independientemente de las circunstancias que nos ocupan, es necesario un 

resguardo con vigilancia estrecha por parte del personal de custodia, que debe 

constar al menos de dos elementos que realicen de forma exclusiva dicha función.  
 

j) Las ponderaciones, actuaciones y elementos reunidos por esta defensoría de 

habitantes en la investigación de los hechos permitieron afirmar que los servidores 

públicos Andrés Ocampo González, Armando Millán González y Valentín Cruz 

López, en ejercicio de sus obligaciones, transgredieron lo dispuesto por los 

artículos 42, fracciones I, VI y XXII, y 43 de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios, al omitir cumplir con la máxima 

diligencia al servicio público que tenían encomendado y vulnerar los derechos 

humanos del agraviado.  
 

k) No escapó a esta Comisión que la probable responsabilidad penal que pudiera 

resultar a los elementos de la policía municipal relacionados con los hechos está 

siendo investigada por el agente del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía 

Especializada en Delitos Dolosos Cometidos por Corporaciones Policiales de la 
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Procuraduría General de Justicia de la entidad, con carpeta 130030550101211 

que, una vez integrada, resolverá lo que en derecho proceda. 

 

Vinculado con lo precedente, con absoluto respeto a la autonomía de la institución 

del Ministerio Público, este organismo resolvió enviar copia certificada de la 

Recomendación al representante social, a efecto de que tome en consideración 

las evidencias, razonamientos y ponderaciones formulados en el mismo para que 

previo su perfeccionamiento, cuente con mayores elementos de convicción que le 

permitan determinar la investigación emprendida. 

 

 

Por todo lo expuesto, este organismo, respetuosamente, formuló al presidente 

municipal constitucional de Malinalco, Estado de México, las siguientes: 

 

RECOMENDACIONES 
 
PRIMERA. Con la copia certificada de la presente Recomendación, que se anexa, 

se sirva solicitar al titular de la Contraloría Municipal de Malinalco que inicie el 

correspondiente procedimiento administrativo disciplinario tendente a investigar, 

identificar y determinar la responsabilidad en la que incurrieron los servidores 

públicos: Andrés Ocampo González, Armando Millán González y Valentín Cruz 

López, por los actos y omisiones documentados, en el que considere las 

evidencias, precisiones y ponderaciones de la misma que, adminiculadas con los 

medios de prueba que se allegue, sustenten fehacientemente la resolución, y en 

su caso, las sanciones que se impongan. 

 

SEGUNDA. Se sirva proponer al Cabildo de Malinalco, México, se expidan los 

reglamentos respectivos para el funcionamiento, en términos de ley, de la Oficialía 
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Mediadora-Conciliadora, así como de la Oficialía Calificadora, en el cual se debe 

considerar, por la naturaleza de las funciones de la autoridad, un horario de 

atención de veinticuatro horas y descansos de cuarenta y ocho horas, inclusive 

sábados, domingos y días festivos. 

 

TERCERA. Emita una circular en la que se instruya a los servidores públicos de 

Seguridad Pública de Malinalco, México, que se abstengan de ordenar el ingreso a 

un área de confinamiento a las personas que sean aseguradas, ya que es 

atribución exclusiva del oficial calificador, según lo dispone el artículo 150, fracción 

II, inciso b), de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, esto a fin de 

evitar que en lo futuro se repitan conductas como las que dieron origen a la 

presente Recomendación. 

 

CUARTA. Se ordene por escrito a quien corresponda implementar los mecanismos 

necesarios para que los servidores públicos municipales informen inmediatamente 

y por escrito a la Oficialía Calificadora sobre las personas aseguradas	
  a efecto de 

que el oficial calificador conozca y resuelva, en ese momento, la situación jurídica 

de los presuntos infractores del bando municipal. 

 
QUINTA. Ordene por escrito a quien corresponda emprender las acciones 

administrativas necesarias a efecto de que la Oficialías Mediadora-Conciliadoras y 

Calificadoras de Malinalco cuenten con personal médico para la valoración del 

estado psicofísico de las personas que ahí sean presentadas o, en su caso, se 

signe un convenio con autoridad diversa para cumplir con tal propósito. 
 

SEXTA. Emita una circular por medio de la cual se instruya a los elementos de la 

Policía Municipal de Malinalco llevar a cabo una vigilancia continua y oportuna 

para verificar de forma permanente la integridad psicofísica de las personas que 
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se encuentren privadas de su libertad en el área de asegurados, a fin de que se 

eviten en lo futuro actos que tiendan a afectar su derecho a la integridad personal. 

 

SÉPTIMA. Ordene por escrito a quien corresponda optimizar el sistema de 

monitoreo de video en circuito cerrado con el que cuenta el área de galeras de la 

Dirección de Seguridad Pública Municipal de Malinalco, a fin de que su función 

sea eficaz y los elementos municipales tengan plena visibilidad del interior de las 

celdas.  

 

OCTAVA. Ordene por escrito a quien competa que en la Oficialía Calificadora, 

indefectiblemente, se brinde garantía de audiencia a las personas que sean 

presentadas y, previo a la imposición de sanciones, invariablemente se expida 

acuerdo de calificación de infracción administrativa. 

 

NOVENA. En virtud de que el servidor público Jairo Eladio Poblete Cerón, oficial 

conciliador, mediador y calificador de Malinalco no reúne el requisito previsto en el 

artículo 149, fracción II, inciso e), de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

México, ordene a quien competa que la administración pública municipal se 

abstenga de designar personal para la función calificadora que no cumpla con el 

perfil académico correspondiente, o bien, se sirva subsanar dicha particularidad a 

través del mecanismo administrativo que se estime pertinente. 

 

DÉCIMA. Ordene por escrito a quien corresponda implementar cursos de 

capacitación y actualización en materia de derechos humanos y del marco jurídico 

que rige la actuación de los servidores públicos adscritos tanto a la Oficialía 

Conciliadora, Mediadora y Calificadora como a la Dirección de Seguridad Pública 

Municipal, ambas de Malinalco, a fin de que durante el desempeño de su cargo 

actúen con puntual respeto a los derechos humanos y con apego a las normas 
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legales que regulan su función pública, para lo cual esta Comisión le ofreció su 

más amplia colaboración. 

	
  

	
  


